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Sobre: Despido 

Injustificado, 
Discrimen por edad y 
represalias  

 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Vicenty Nazario, el Juez 
Rivera Torres y el Juez Torres Ramírez1 
 

Torres Ramírez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de julio de 2017. 

I. 

 El 17 de octubre de 2016 el señor Rigoberto Rodríguez 

Jiménez y el señor Jesús O. Rosado Rivera (en adelante “los 

Apelantes”) presentaron ante este tribunal una “Apelaci[ó]n”, en la 

cual nos solicitaron que revoquemos la determinación del Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Quebradillas, (en lo sucesivo 

“el TPI”) intitulada “Relación del Caso, Determinaciones de Hechos, 

Conclusiones de Derecho y Sentencia”. En ésta, el TPI desestimó en 

su totalidad la querella presentada por los Apelantes contra Copeca, 

Inc. (en adelante “Parte Apelada”). 

II. 

El 22 de mayo de 2012 los Apelantes incoaron ante el TPI una 

“Querella” contra la Parte Apelada al amparo de las siguientes leyes: 

                                                 
1 El Juez Torres Ramírez fue asignado a este caso por virtud de la Orden 

Administrativa TA 2017-015 del 23 de enero de 2017. 
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la Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

conocida como la “Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones 

Laborales” 2; la Ley Núm. 45 del 18 de abril de 1935, según 

enmendada, conocida como “Ley del Sistema de Compensaciones 

por Accidentes del Trabajo”3; la Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 

1976, según enmendada, conocida como “Ley sobre Despidos 

Injustificados”4; la Ley Núm. 100 del 30 de junio de 1959, según 

enmendada, conocida como la “Ley contra el discrimen en el empleo 

del 1959”5; y la Ley Núm. 115-1991, según enmendada, conocida 

como la “Ley de represalias contra empleado por ofrecer testimonio 

y causa de acción”6. En la Querella, alegaron que fueron despedidos 

por la Parte Apelada y que dicho despido fue injustificado y 

discriminatorio. Además, alegaron ser víctimas de represalias por 

haber participado en dos actividades protegidas: (i) porque los 

querellantes presentaron reclamaciones en “Normas y Salarios 

Federal” (sic)7 y (ii) porque el señor Rodríguez Jiménez había estado 

recibiendo los beneficios de la Corporación Fondo del Seguro del 

Estado. 

Los Apelantes alegaron que trabajaron con la compañía 

Petrolera Caribe (en adelante “Caribe”) y, que aun siendo empleados 

de Caribe, realizaban trabajos para Copeca, Inc. El señor Rosado 

Rivera comenzó a trabajar para Caribe en julio de 1976, mientras 

que el señor Rodríguez Jiménez comenzó a trabajar en Caribe en 

agosto de 1983. Posteriormente, el 2 de julio de 2010 fueron 

transferidos oficialmente a Copeca, Inc., como explicaremos, y 

despedidos el 29 de octubre de 2011. 

                                                 
2 32 LPRA sec. 3118 et seq. 
3 11 LPRA sec. 1 et seq. 
4 29 LPRA sec. 185a et seq.  
5 29 LPRA sec. 146 et seq. 
6 29 LPRA 194 et seq.  
7 Véase el acápite 20 de la Querella, pág. 28 del “Apéndice II” de la Apelación. 
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El 1 de junio de 2012 la Parte Apelada sometió “Contestación 

a la Querella”. El 21 de junio de 2012 Copeca, Inc., presentó una 

“Solicitud de Sentencia Sumaria”, en la que señaló diecinueve (19) 

hechos que entendió no se encontraban en controversia e hizo 

referencia a éstos en los siguientes documentos: (i) Declaración 

Jurada de la señora Rosa Teresa López; (ii) Análisis de viabilidad del 

CPA Carlos Rivera; (iii) Copia de un “Informe Patronal” de la 

Corporación del Fondo del Seguro del Estado sobre el señor 

Rodríguez Jiménez; (iv) “Decisión del Administrador sobre 

Tratamiento Médico” del señor Rodríguez Jiménez por el Fondo del 

Seguro del Estado (14 de septiembre de 2011); (v) “Decisión del 

Administrador sobre Tratamiento Médico” del señor Rodríguez 

Jiménez por el Fondo del Seguro del Estado (27 de septiembre de 

2011); (vi) “Decisi[ó]n M[é]dica sobre Solicitud de Reapertura” de la 

Corporación del Fondo del Seguro del Estado, sobre el señor 

Rodríguez Jiménez; (vii) “Decisi[ó]n del Administrador sobre 

Tratamiento M[é]dico”, en relación al señor Rodríguez Jiménez; (viii) 

Contrato de Transporte de Productos Derivados de Petr[ó]leo por 

Carretera, firmado el 7 de noviembre de 2011 por Pedro I. Medina 

Cruz y firmado el 9 de noviembre de 2011 por la señora Rosa T. 

López; (ix) Una carta suscrita por la Sra. Rosa T. López al Sr. Torres 

identificada como Anejo A; (x) documento intitulado “Anejo B” 

“Tanques-Jet A- Copeca Jet Center”; (xi) Carta del “Employment 

Standars Administration, Wage and Hour Division” dirigida a 

Copeca Jet Center, del 24 de enero de 2012. En su solicitud, la Parte 

Apelada alegó que el despido de los Apelantes había sido justificado 

y que fue resultado de una reorganización bona fide en la que se 

eliminó por completo el Departamento de Acarreo.  

En reacción, el 22 de junio de 2012 los Apelantes sometieron 

“Oposición a Moción de Sentencia Sumaria”, en la cual mencionaron 

treinta y un (31) hechos que consideraban eran incontrovertidos, 
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haciendo referencia en cada uno de éstos a varios documentos. Con 

su oposición, incluyeron copia de los siguientes documentos: (i) 

“Declaración Jurada” del señor Rigoberto Rodríguez Jiménez y del 

señor Jesús O. Rosado Rivera, con fecha del 25 de octubre de 2012; 

(ii) “Interrogatorio” cursado a la Parte Apelada por los Apelantes el 

28 de junio de 2012; (iii) Contestación a interrogatorios y 

requerimiento de admisiones del 17 de agosto de 2012; (iv) 

Certificación del Departamento de Estado del 4 de septiembre de 

1997; (v) “Bill Payments for Camioneros, Coop. Transporte de Carga 

(De enero 2011 a junio 2012).  

El 16 de octubre de 2012 la Parte Apelada sometió “Réplica a 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria”. El 13 de diciembre de 

2012 los Apelantes presentaron “Dúplica A Réplica A Moción Para 

Que Se Tenga Por Sometida Sin Oposición Solicitud de Sentencia 

Sumaria”. El 15 de febrero de 2013, notificada el 7 de marzo de 

2013, el TPI emitió “Resolución y Sentencia Parcial”, mediante la 

cual declaró “Sin Lugar” la Solicitud de Sentencia Sumaria 

presentada por la Parte Apelada. Además, dictó Sentencia Sumaria 

Parcial, en la que desestimó la acción por represalias relacionada a 

la participación de los Apelantes en una “Querella” por horas extras 

en Normas y Salarios Federal, debido a que el patrono desconocía 

ese hecho antes del despido. En la Resolución, el TPI realizó treinta 

y cinco (35) determinaciones de hechos. Entre éstas:  

16. En la división de acarreo eran cuatro choferes, 
a saber: los dos querellantes, José Ramos y Ramón E. 
González. 

17. Don Jesús O. Rosado Rivera comenzó a 
trabajar para Gasolineras Caribe en julio de 1976 y don 

Rigoberto Rodríguez Jiménez en agosto de 1983. 
18. Los querellantes fueron trasladados a 

trabajar para Copeca por determinación de la 

querellada. El mencionado traslado para trabajar a 
Copeca fue efectivo el 2 de julio de 2010. 

…. 

27. La querellada no expuso que estuviera 
enfrentando situaciones de merma económica, al 

contrario alegan que el despido de los querellantes 
obedece a la intención de maximizar ganancias.  
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28. Los querellantes eran los empleados de mayor 
antigüedad en la empresa de los querellados. 

29.  A pesar de que los querellantes trabajaban 
para Copeca, por un periodo de tiempo, se les pagó con 

cheques de Petrolera Caribe. 
30. Ramón E. González era un empleado de 

Copeca con menos antigüedad y experiencia que los 

querellantes.  
 
 El TPI concluyó que: 

 En el caso de epígrafe, los querellantes alegan que 

la contratación de la Cooperativa de Camioneros fue un 
subterfugio para discriminar por edad contra los 
querellantes, situación que envuelve elementos de 

intención. Así mismo, este Tribunal tendría que evaluar 
elementos de credibilidad en cuanto a los comentarios 

discriminatorios que alega la querellante le fueron 
proferidos, si el querellante Rigoberto Rodríguez fue 
víctima de represalias por haberse acogido a los 

beneficios del Fondo del Seguro de Estado y si se violó 
la reserva de empleo bajo el Artículo 5a (11 LPRA 7). 
Estando presentes estos elementos, resulta necesario 

que se celebre un juicio en su fondo y que una vez 
desfilada la prueba, podamos tomar las 

determinaciones que así sean probadas y no se pueden 
determinar en esta etapa, una vez examinadas las 
alegaciones y evidencia presentadas por las partes en 

sus mociones dispositivas. 
 

 El 21 de marzo de 2013 la Parte Apelada sometió “Moción para 

Enmendar y/o Eliminar Determinaciones de Hechos y/o para que 

se Formulen Determinaciones de Hecho Adicionales y Solicitud de 

Reconsideración”. Entre otros asuntos, la Parte Apelada alegó que 

quedó controvertido el hecho de cuántos empleados componían el 

Departamento de Acarreo de Copeca, Inc. Además, señaló que, 

conforme a los estados financieros de los años 2008 y 2009; 2009 y 

2010; y 2011, Copeca, Inc., se encontraba operando con pérdidas.  

 Los Apelantes presentaron “Oposición a Moción para 

Enmendar y/o Eliminar Determinaciones de Hechos y/o para que 

se Formulen Determinaciones de Hecho Adicionales y Solicitud de 

Reconsideraci[ó]n” el 2 de abril de 2013. En síntesis, los Apelantes 

alegaron que la Parte Apelada pretendió, por primera vez, levantar 

la defensa afirmativa de que sufrió pérdidas en su negocio.  El 9 de 

abril de 2013 la Parte Apelada presentó otro escrito intitulado 

“Réplica a Oposición a Moción de Reconsideración y Solicitud para 
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que se Tramite el Caso por la Vía Ordinaria”.8  Finalmente, el 9 de 

abril de 2013, notificada el 12 de abril de 2013, el TPI declaró “Sin 

Lugar la solicitud de determinaciones de hechos adicionales la 

reconsideración de la sentencia parcial dictada”.  

 Inconforme con la determinación, el 6 de mayo de 2013 la 

Parte Apelada presentó ante este tribunal una “Petición de 

Certiorari”. En ésta, señaló los siguientes errores: 

A. Erró grave y manifiestamente el TPI al no resolver 

que la reorganización llevada a cabo por Copeca 

constituyó justa causa para el despido de los 

querellantes porque no se había demostrado la 

existencia de una crisis económica del patrono. 

 

B. Erró grave y manifiestamente el TPI al resolver que 

la reorganización de una empresa para maximizar 

ganancias no constituye justa causa para el despido 

de empleados a tenor con el Artículo 2(e) de la Ley 

Núm. 80. 

 

C. Erró grave y manifiestamente el TPI al no formular 

determinación de hecho adicional sobre las pérdidas 

operacionales de Copeca durante los años 2008 al 

2011, ambos años inclusive. 

 

D. Erró grave y manifiestamente el TPI al no resolver 

que el despido de los querellantes fue uno justificado 

por no tener Copeca un organigrama, descripción de 

deberes de sus posiciones y/o un sistema de 

clasificación de persona.  

 

E. Erró grave y manifiestamente el TPI al no formular 

determinaciones de hecho a los efectos de que los 

querellantes y el Sr. José Ramos eran los únicos 

empleados en la clasificación ocupacional de los 

querellantes. 

 

F. Erró grave y manifiestamente el TPI al formular como 

determinación de hecho número 16 que en la 

División de Acarreo de Copeca trabajaban cuatro (4) 

choferes, a saber: los dos querellantes, José Ramos 

y Ramón González. 

 

G. Erró grave y manifiestamente el TPI al no desestimar 

la totalidad de la querella por haber sido el despido 

de los querellantes uno plenamente justificado en 

                                                 
8 Del expediente apelativo, no surge que el TPI haya determinado convertir el caso 

a uno por la vía ordinaria.  
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atención al buen y normal funcionamiento de la 

empresa querella.   

 

Este foro, mediante Resolución emitida el 23 de mayo de 2013, 

notificada el 28 de mayo de 2013, denegó expedir el auto de 

certiorari. 

El 21 de febrero de 2014 la Parte Apelada sometió ante el TPI 

un documento intitulado “Segunda Solicitud de Sentencia 

Sumaria”. En ésta, adujo que el TPI le había ordenado a los 

Apelantes replicar sobre una moción instada por Copeca, Inc., -en 

la que solicitó al foro a quo tomar conocimiento judicial del caso 

Zapata v. J.F. Montalvo Cash & Carry, 189 DPR 414 (2013),- y a esa 

fecha los Apelantes no habían comparecido. Además, alegó que “…el 

13 de septiembre de 2013 la parte querellada [Parte Apelada] depuso 

a los querellantes y de las deposiciones tomadas se desprenden 

unas admisiones de los querellantes que, unidas a la reciente 

opinión del Tribunal Supremo de Puerto Rico emitida en Zapata v. 

J. F. Montalvo Cash & Carry, [supra], justifican la radicación de una 

segunda solicitud de sentencia sumaria”.9 La Parte Apelada 

presentó diecisiete (17) hechos esenciales que a su entender eran 

incontrovertidos e hizo referencia a varios documentos. La Parte 

Apelada incluyó trece (13) documentos y copia de la transcripción 

de la deposición del señor Rodríguez Jiménez y del señor Jesús O. 

Rosado Rivera.  

Los Apelantes sometieron, el 29 de abril de 2014, un escrito 

intitulado “Oposici[ó]n a Segunda Solicitud de Sentencia Sumaria” 

e incluyeron varios documentos con ésta. En el ínterin, las partes 

sometieron el “Informe sobre Conferencia Preliminar entre 

Abogados” el 22 de mayo de 2014. En éste se incluyeron una serie 

de estipulaciones que obligan a las partes y al tribunal. Véase entre 

                                                 
9 Véase página 489 del Apéndice de la Apelación. 



 
 

 
KLAN201601488 

 

8 

otros, Rivera Menéndez v. Action Service, 185 DPR 431, 445 (2012); 

Coll v. Picó, 82 DPR 27, 36 (1960).   

El TPI emitió Resolución el 8 de septiembre de 2014, 

notificada el 12 de septiembre de 2014, en la cual declaró “Sin 

Lugar” la “Segunda Solicitud de Sentencia Sumaria”. 

En desacuerdo, el 26 de septiembre de 2014 Copeca, Inc., 

sometió “Moción para enmendar y/o eliminar determinaciones de 

hechos y/o para que se formulen determinaciones de hecho 

adicionales y solicitud de reconsideración”. Por su parte, los 

Apelantes presentaron “Réplica a Moción para enmendar y/o 

eliminar determinaciones de hechos y/o para que se formulen 

determinaciones de hechos adicionales y solicitud de 

reconsideración.”  

El TPI emitió “Resolución” el 11 de septiembre de 2015, 

notificada el 21 de septiembre de 2015. En la misma, enmendó la 

determinación de hechos número dieciséis (16), de la Resolución 

emitida el 9 de abril de 2013 de la siguiente manera:  

16. En la división de acarreo eran cuatro 

choferes, a saber: los dos querellantes, José L. Ramos y 
el señor Eliezer Cruz, no siendo este último empleado 
de COPECA, sino contratista independiente. 

 
Además, el foro a quo expresó sobre la determinación de 

hechos número treinta (30) que, habiéndose determinado que no 

contaban con hojas sobre los deberes y funciones ni con un plan de 

clasificación ocupacional, le correspondía a las partes probar si en 

efecto, o no , las funciones del señor González eran las mismas que 

realizaban los Apelantes, al no poder ser esto adjudicado a base de 

los documentos presentados con las mociones sometidas ante la 

consideración del TPI, ni surgir del expediente. En cuanto a la 

determinación de hechos número dieciocho (18), dispuso que ésta 

forma parte de la Resolución y Sentencia notificada el 7 de marzo de 

javascript:searchCita('185DPR431')


 
 

 
KLAN201601488    

 

9 

2013 y es final para efectos del caso hasta que se dicte sentencia. 

También, formuló la siguiente determinación de hechos adicional: 

1. Los querellantes y el señor José L. Ramos se 
desempeñaban como choferes de camiones tanques 
y sus funciones principales consistían en 

transportar combustible de aviación desde el 
terminal de la refinería en Cataño, Puerto Rio hasta 
las facilidades de almacenamiento de COPECA en el 

Aeropuerto Rafael Hernández en Aguadilla, Puerto 
Rico. 

 
Asimismo, consignó las explicaciones y determinaciones que 

se transcriben a continuación: 

En cuanto a los demás hechos adicionales 
sugeridos por el querellado, este tribunal ha 
determinado que debe evaluar el testimonio de los 

testigos de la querellada para adjudicar si en efecto se 
violó el principio de antigüedad al efectuarse los 
recortes de personal y si existía una distinción 

significativa entre el puesto de los "fuelers" y los 
choferes en relación a sus funciones, si alguna. Ambos 

trabajaban con el manejo y transporte de combustible y 
los querellantes llevan muchos años realizando esas 
funciones. ¿Podían ser readiestrados para proveer el 

servicio de abastecimiento de combustible a los aviones 
o su acarreo hasta el terminal? Dichos hechos no 

pueden ser adjudicados en esta etapa del proceso 
porque existe controversia material y su adjudicación 
requiere entrar en credibilidad, lo que está vedado en 

esta etapa de los procesos. (Vease: Casto Soto v. Hotel 
Caribe Hilton. 137 D.P.R. 294 (1994) y su progenie). La 

alegación de pérdidas económicas es tardía porque 
eso no fue lo que planteó la querellada en su 
Contestación a Querella. Existe controversia sobre los 

hechos propuestos y este tribunal aquí/atara los 
mismos luego de presentada la prueba en una vista en 

sus méritos. En esta etapa de los procedimientos, no 
podríamos descansar en lo declarado por la Sra. Rosa 
Teresa Lopez, toda vez que ello está vedado por lo 

dispuesto en Zapata v. J.F. Montalvo. 2013 T.S.P.R. 95, 
requiere acreditar credibilidad y pretende enmendar su 

contestación a la querella. 
La parte querellada solicita reconsideración a 

nuestra Resolución del 12 de septiembre de 2014. A la 

misma se provee NO HA LUGAR. En Zapata v. JF 
Montalvo, antes, se dispone que "un patrono puede 
modificar su forma de hacer negocios a través de algún 
tipo de cambio dirigido a optimizar sus recursos y 
aumentar las ganancias, ya sea eliminando plazas, 
creando otras nuevas o fusionando algunas ya 
existentes como vehículo para enfrentar problemas 
financieros o de competitividad, siempre que responda a 
una restructuración bona fide." No obstante, no surge del 

expediente de este tribunal que la reestructuración que 
alega la querellada que fuera a utilizarse como vehículo 

para enfrentar problemas financieros o de 
competitividad. De los estados financieros presentados 
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no surge que la querellada estuviere afrontando 
problemas financieros que pusieran en peligro su 

estabilidad financiera. De hecho en la Contestación a la 
Querella, la querellada presento como razón para 

justificar el despido que el mismo se hizo para 
maximizar ganancias. No obstante, no se indicó que 
dicha determinación fue realizada para enfrentar 

problemas económicos existentes o que se previeran. No 
es posible en esta etapa de los procesos enmendar dicha 
contestación a querella. (Véase: Rivera v. JC Penney. 
119 DPR 660 y 32 L.P.R.A. 3120). Los cambios que 
propone el querellado constituyen defensas y 

alegaciones renunciadas al no incorporarlas en su 
contestación. Además, están reñidas con su alegación 

de que tenían ganancias y el cambio tenía el propósito 
de maximizarlos. 

Tampoco se desprende de dichos documentos el 

orden o secuencia que se siguió para respetar la 
antigüedad de los querellantes en la empresa, toda vez 
que la querellada no mantenía un organigrama, hojas 

de descripción de deberes o un sistema de clasificación 
ocupacional del personal. 

No podemos perder de vista que hay unos 
asuntos medulares sobre los que sí existe controversia 
y los cuales requieren se adjudique credibilidad como 

por ejemplo si el señor Ramón González, quien era un 
empleado de menor antigüedad según la determinación 

de hechos treinta (30) de nuestra Resolución del 15 de 
febrero de 2013, realizaba sustancialmente las mismas 
funciones que realizaban los querellantes previo a su 

despido de la querellada. Asimismo, corresponde a este 
tribunal aquilatar mediante adjudicación de 
credibilidad e intención si el despido del querellante 

Rigoberto Rodríguez medio ánimo represivo (29 L.P.R.A. 
185(b) Y 29 L.P.R.A. 194 et seq) por este haberse 

acogido a los beneficios del Fondo del Seguro del Estado 
y si en efecto hubo ánimo discriminatorio por razón de 
edad en el despido de los querellantes. Estos aspectos 

no pueden ser dirimidos mediante documentos y será 
necesario evaluar la prueba en su totalidad para poder 

adjudicar los mismos. 
En el caso de epígrafe, los querellantes alegan que 

la contratación de la Cooperativa de Camioneros fue un 

subterfugio del querellado para discriminar por edad 
contra estos, situación que envuelve elementos de 
intención. Así mismo, este Tribunal tendría que evaluar 

los elementos de credibilidad en cuanto a los 
comentarios discriminatorios que alegan los 

querellantes le fueron proferidos, así como si el 
querellante Rigoberto Rodríguez fue víctima de 
represalias por haberse acogido a los beneficios del 

Fondo del Seguro de Estado y violación a su derecho de 
reserva de empleo bajo el Artículo 5a (11LPRA 7). 
Estando presentes estos elementos, resulta necesario 

que se celebre un juicio en su fondo y que, una vez 
desfilada la prueba, podamos tomar las 

determinaciones que así sean probadas y que no se 
pueden determinar en esta etapa. 

Debemos señalar que la Resolución dictada por 

este tribunal el 15 de febrero de 2013 fue objeto de 
trámite apelativo vía Certiorari y el mismo no fue 
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expedido bajo la doctrina de Davila v. Antilles. 147 
D.P.R. 483 (1999), por lo que para todos los efectos sigue 

vigente, salvo en aquellas partes modificadas por esta 
Resolución, conforme a la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil de 2009, las determinaciones de hechos 
consignadas y según modificadas serán consideradas 
como hechos probados y se procederá de conformidad, 

adjudicando los remedios que en derecho procedan, si 
alguno. (Énfasis y subrayado nuestro).  

 
En consecuencia, el TPI ordenó continuar con los 

procedimientos. El 10 de febrero de 2015 fue celebrado el juicio en 

su fondo. La prueba testifical presentada por la Parte Apelada 

consistió en el testimonio la señora Rosa Teresa López y el señor 

Ramón E. González. La prueba testifical de los Apelantes consistió 

en el testimonio del señor Carlos Rivera Matías, CPA, y de éstos. 

Evaluada la prueba, el TPI emitió el 5 de octubre de 2016, notificada 

el 6 de octubre de 2016, “Relación del Caso, Determinaciones de 

Hechos, Conclusiones de Derecho y Sentencia”. En ésta, el TPI 

desestimó todas las causas de acción y determinó que el despido de 

los Apelantes se debió a una reorganización bona fide de la empresa 

que constituía justa causa para el despido. Dispuso que al tratarse 

de una de las causas justificadas, el patrono tenía el deber de seguir 

el patrón de antigüedad, sin embargo, en el caso de autos no existían 

puestos de la misma clasificación vacantes u ocupados por 

empleados de menos antigüedad, tras determinar que la posición de 

“fueler” no está en la misma clasificación ocupacional que los 

choferes. En cuanto a la causa de acción por el Artículo 5-A de la 

Ley de Compensaciones por Accidentes del Trabajo, supra, el TPI 

concluyó que el deber de Copeca, Inc., de reservar el empleo del 

señor Rodríguez Jiménez concluyó el 27 de octubre de 2011, fecha 

en que fue dado de alta, y que tampoco incumplió con el deber de 

reinstalarlo pues el mismo Apelante solicitó ser reinstalada el 31 de 

octubre de 2011, cuyo día la posición de éste había sido eliminada. 

En relación a la causa de acción por represalias y por discrimen de 
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edad, el TPI concluyó que al existir justa causa para el despido se 

dispone automáticamente de cualquier alegación de discrimen. 

Insatisfechos, los Apelantes presentaron una “Apelación” ante 

este foro, en que imputaron al TPI los siguientes errores: 

1. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
hacer Determinaciones de Hechos contrarias a la 

Prueba, al derecho y a las Determinaciones 
realizadas al amparo de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil incorporadas en dos 
resoluciones declarando No Ha Lugar Mociones de 
Sentencia Sumaria.  

 
2. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

dictar Sentencia, producto de la arbitrariedad, 
parcialidad, prejuicio indebido y abuso de 
discreción. Una apreciación errónea de la prueba no 

tiene credenciales de inmunidad frente a la función 
revisora de los Tribunales Apelativos [Vda. De 
Morales vs. De Jesús Toro, 107 DPR 826 (1978)]. 

 

3. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir que una determinación de Seguro Social por 

incapacidad obliga al Tribunal a determinar 
incapacidad, cuando por el contrario en Arcadio 

Afanador vs. Roger Electric, 156 DPR 651, se 
resolvi[ó] que la determinación del Seguro Social no 
constituye de suyo prueba de incapacidad, ni impide 

reinstalación (V[é]ase además: D[í]az vs. Pneumatics 
& Hydraulics, Inc., 2006 TSPR 153), sobre todo 

cuando no se aport[ó] prueba pericial para sostener 
dicha determinaci[ó]n y sobre los Apelantes 
declararon que bajo la Ley “Ticket to Work” Federal 

se les permita trabajar por un periodo de prueba de 
nueve meses, sin que se afectaran sus beneficios. (20 

CFR 411 ET SEQ y 42 USCA 132OB-19). 
 

4. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir que no se viol[ó] el derecho de reserva de 

empleo de Rodríguez (Art. 5a – 11 LPRA 7), cuando 
sab[í]an que estaba acogido al Fondo, fue dado de 
alta, la plaza exist[í]a y no fue reinstalado. 

 

5. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir que no se viol[ó] la Ley contra el Discrimen 

por Edad (29 LPRA 146 [et seq.]) ni la Ley de 
Represalias (29 LPRA 194 [et seq.]), a pesar de que 

no hizo ninguna determinaci[ó]n de hecho sobre 
dichas causales de discrimen y el testimonio de los 
apelantes no fue impugnado. 

 

6. Err[ó] el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
determinar que el despido estuvo justificado porque 
se trat[ó] de una reorganizaci[ó]n bona fide para 

maximizar ganancias.      
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El 3 de enero de 2017 la representación legal de los Apelantes 

sometió “Moción para someter Transcripción Estipulada”. Este 

tribunal emitió Resolución el 12 de enero de 2017, mediante la cual 

admitió dicha transcripción y reiteró el término concedido en la 

Resolución del 28 de octubre de 2016 a la Parte Apelada para 

presentar su alegato. El 14 de febrero de 2017 los Apelantes 

sometieron “Alegato Suplementario Apelante”. Posteriormente, la 

Parte Apelada presentó “Alegato de la Parte Apelada”.  

Con el beneficio del estudio de los escritos sometidos por las 

partes y de la lectura de la transcripción de la prueba oral, 

procedemos a resolver.  

III. 

Considerando los errores imputados por la Parte Apelante es 

menester mencionar algunas normas, figuras jurídicas, doctrinas y 

jurisprudencia atinentes. 

A. 

La Moción de Sentencia Sumaria es un mecanismo procesal 

que provee nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, 

rápida y económica de controversias en las cuales resulta 

innecesario celebrar un juicio plenario. Procede en los casos que no 

existe controversia real y sustancial en cuanto a los hechos 

materiales, por lo que lo único que queda por parte del poder judicial 

es aplicar el Derecho. Oriental Bank Trust v. Perapi S.E., 192 DPR 7 

(2014), SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 

(2013); Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010).  

La Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V., 

rige el mecanismo de sentencia sumaria. Esta regla dispone que el 

tribunal podrá emitir sentencia de forma sumaria si de las 

alegaciones, deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas, si las 

hubiere, y alguna otra evidencia surge que no existe controversia 
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real y sustancial en cuanto a ningún hecho esencial y pertinente y 

que, como cuestión de derecho, se debe dictar sentencia sumaria a 

favor de la parte promovente. Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil 

de 2009, supra. Véase, además, SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra, pág. 430; Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 

128 (2012).  

Por lo que, procede dictar sentencia sumaria cuando, 

evaluados los hechos materiales no controvertidos, el promovido no 

puede prevalecer ante el Derecho aplicable y el Tribunal cuenta con 

la verdad de todos los hechos necesarios para poder resolver la 

controversia. Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 129; 

Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 848. El Tribunal 

Supremo ha expresado que un hecho material es aquel que puede 

alterar el resultado de una reclamación de acuerdo al derecho 

sustantivo aplicable. Mapfre Preferred Risk Insurance Company & 

Reliable Financial Services, Inc., Francisco Salas Castellanos v. 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 2017 TSPR 80, 198 DPR _____ 

(2017), Op. de conformidad de la Juez Asociada Mildred G. Pabón 

Charneco; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 2000, 213 (2010) 

citando a J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

San Juan, Pubs. J.T.S., 2000, T. I, pág. 609.  

De existir controversia real de algún hecho material, el 

tribunal no podrá dictar sentencia sumaria. Sin embargo, la Regla 

36.4 de las de Procedimiento Civil de 2009, supra, dispone que: 

Si en virtud de una moción presentada bajo las 

disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre 
la totalidad del pleito, no se concede todo el remedio 
solicitado o se deniega la moción, y es necesario 

celebrar juicio, será obligatorio que el tribunal resuelva 
la moción mediante una determinación de los hechos 
esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 

controversia sustancial y los hechos esenciales y 
pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los 
daños u otra reparación no está en controversia, 
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ordenando los procedimientos ulteriores que sean 
justos en el pleito, incluso una vista evidenciaria 

limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse el 
juicio, se considerarán probados los hechos así 

especificados y se procederá de conformidad.  
 

A base de las determinaciones realizadas en 

virtud de esta regla, el tribunal dictará los 
correspondientes remedios, si alguno. (Énfasis y 
subrayado nuestro).  

 
B. 

En nuestro ordenamiento jurídico, los derechos y obligaciones 

adjudicados en un dictamen que ha advenido final y firme 

constituyen la ley del caso. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 195 DPR 1, 

9-10 (2016). Véase, además, Félix v. Las Haciendas, 165 DPR 832, 

843 (2005); Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. ELA, 152 DPR 599, 606 

(2000); Rodríguez v. López Jiménez, 118 DPR 701, 704 (1987). La 

doctrina de la ley del caso es un principio que tiene como propósito 

garantizar el trámite ordenado y rápido de los litigios, así como la 

estabilidad y la certeza del derecho que aplican los tribunales. 

Constituye una sana práctica judicial que sólo puede obviarse en 

situaciones extremas. Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 

749, 754-755 (1992); Torres Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 

217, 222 (1975); Don Quixote Hotel v. Tribunal Superior, 100 DPR 19, 

30 (1971). 

En el caso Mgmt. Adm. Servs, Corp. v. E.L.A., ante, págs. 606-

609, nuestro Máximo Tribunal expresó que: 

. . . . . . . . 
 
Es doctrina reiterada en nuestro sistema de derecho 
que “[l]os derechos y obligaciones adjudicados en el 

ámbito judicial, mediante dictamen firme, constituyen 
la ley del caso”.  […].  In re Tormos Blandino, 135 DPR 
573, 578 (1994), citando a U.S.I. Properties, Inc. v. 

Registrador, 124 DPR 448 (1989).  Dicho de otra 
manera, de ordinario los planteamientos que han sido 
objeto de adjudicación por el foro de instancia y/o por 

este Tribunal no pueden reexaminarse.  Esos derechos 
y responsabilidades gozan de las características de 

finalidad y firmeza con arreglo a la doctrina de la “ley 
del caso”.  Vélez v. Servicios Legales de P.R., 144 DPR 
673, 680 (1998), citando a Sánchez Rodríguez v. López 

Jiménez, 118 DPR 701, 704 (1987). 
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. . . . . . . . 

 
‘En Puerto Rico, no existe fundamento válido para la 

aplicación al modo angloamericano de la ley del caso...  
Rige aquí esta materia, por supuesto, el Código Civil’.  
Torres Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 217, 

222 (1975).  Sin embargo, en cuanto a este aspecto la 
práctica sancionada por este Tribunal no varía de las 
normas que adopta cualquier sistema jurídico 

avanzado.  ‘[A] fines de velar por el trámite ordenado y 
pronto de los litigios, así como por la estabilidad y 

certeza del derecho, un tribunal de instancia [como una 
cuestión de sana práctica y no como regla inviolable] 
deb[e] resistirse a alterar sus pronunciamientos dentro 

de un mismo caso excepto cuando se convenza de que 
los mismos son erróneos’.  Íd. 

 
Así, reiteramos que la doctrina de la ley del caso es una 
‘... al servicio de la justicia, no la injusticia; no es férrea 

ni de aplicación absoluta.  Por el contrario, es 
descartable si conduce a resultados manifiestamente 
injustos’.  Noriega v. Gobernador, 130 DPR 919, 931 

(1992), citando a Estado v. Ocean Park Dev. Corp., 79 
DPR 158, 174 (1956) y otros. (Énfasis nuestro). 

 
. . . . . . . .  

 

Cónsono con lo antes citado, de ordinario, las controversias 

adjudicadas por un foro de instancia o revisadas por un foro 

apelativo, mediante una determinación final y firme, no pueden 

reexaminarse. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, supra. Sin embargo, la 

doctrina de la ley del caso no es un mandato invariable o inflexible.  

Más bien, se trata de una costumbre judicial deseable que consiste 

en que las controversias sometidas, litigadas y decididas por un 

tribunal dentro de una misma causa deben usualmente respetarse 

como finales. De ese modo, las partes en un litigio pueden proceder 

en el pleito conforme a unas directrices judiciales confiables y 

certeras.  Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., supra, pág. 607; Núñez 

Borges v. Pauneto Rivera, supra, pág. 754. No obstante, “… sólo 

cuando se presenta un atentado contra los principios básicos de la 

justicia, es que los tribunales pueden descartar la aplicabilidad de 

la doctrina de la ‘ley del caso’”. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, supra. 

Véase, además, Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, 130 DPR 
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919, 931 (1992); Don Quixote Hotel v. Tribunal Superior, supra, pág. 

30.  

C. 

La Sección 16 de la Carta de Derechos de la Constitución de 

Puerto Rico10 establece el derecho de todo trabajador a escoger 

libremente su ocupación y a renunciar a ella… protección contra los 

riesgos para su salud o integridad personal en su trabajo o empleo 

y otros derechos fundamentales. Esta, como otras de las secciones 

de la referida Carta de Derechos, tiene como base la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos. La Convención Constituyente 

de nuestro País tomó como modelo el contenido de la Declaración 

Universal de los Derechos del Hombre. Véase, entre otros, García v. 

Aljoma, 162 DPR 572 (2004)11. 

El derecho a devengar ingresos y a tener una vida justa y decente 

es un principio inalienable al hombre, preexistente a la más antigua 

de las constituciones. Amy v. Adm. Deporte Hípico, 116 DPR 414 

(1985). 

Al proponer los derechos de los trabajadores en aquella 

Asamblea Constituyente –que se reunió entre 1951 y 1952– la 

Comisión de la Carta de Derechos señaló “la alta dignidad” del 

esfuerzo humano y recalcó que el énfasis de los derechos propuestos 

recaía “en aquel grueso de la clase trabajadora que por razón de 

especial desvalimiento históricamente ha necesitado, aunque no 

siempre ha recibido, protección social”. Diario de Sesiones de la 

Convención Constituyente de Puerto Rico, supra, Tomo IV, pág. 

2573. 

En Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894, 904 

(2011), el Tribunal Supremo de nuestro País afirmó:  

                                                 
10 Art. II § 16, Const. del ELA de PR, 1 LPRA. 
11Citando J. Trías Monge, 3 Historia Constitucional de Puerto Rico, Río Piedras, 

Ed. Universitaria, 1982, pág. 201. 
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El derecho al empleo, que es, evidentemente, el 
principal derecho laboral, cobra mayor importancia si 

tomamos en cuenta que muchas de las protecciones 
estatutarias no tendrían sentido si no se protege el 

derecho mismo a preservar un empleo ante una 
actuación caprichosa e irrazonable de un patrono. Así 
lo reconocimos en Orsini García v. Srio de Hacienda 

[177 DPR 596 (2009)], pág. 622, al expresar que “[e]sta 
política pública, dirigida a desalentar los despidos 
injustificados, se sustenta en que sin la protección del 

empleo no son necesarios otros derechos laborales que, 
por definición requieren una relación de trabajo y claro, 

en que el trabajo tiene una función social trascendental 
tanto en el ámbito individual como colectivo.  

 

En palabras de la Jueza Fiol Matta, la doctrina del 

employment at will, que debe al patrono libertad para contratar y 

despedir a un empleado con justa causa o sin ella, sin mediar 

indemnización, es ajena a nuestro esquema constitucional y 

estatutario. 

 “La Ley sobre despidos injustificado no prohíbe el despido 

arbitrario o sin causa. La misma se limita a proveerle al trabajador 

una asistencia económica, que se le impone al patrono para 

disuadirlo a ejercer su prerrogativa en casos justificados.”  

En reiteradas ocasiones, el Tribunal Supremo ha señalado 

que por la naturaleza reparadora de la Ley Núm. 80, ante, las 

disposiciones de ésta deben ser interpretadas liberalmente a favor 

del trabajador. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 

428 (2013). Véase, entre otros, Vélez Cortés v. Baxter, 179 DPR 455 

(2010); Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681 (2004).   

El Artículo 1 de la Ley Núm. 8012, supra, sec. 185a, dispone 

que:  

Todo empleado de comercio, industria o cualquier 

otro negocio o sitio de empleo, designado en lo sucesivo 
como el establecimiento, donde trabaja mediante 
remuneración de alguna clase contratado sin tiempo 

determinado, que fuere despedido de su cargo sin que 
haya mediado una justa causa, tendrá derecho a 

recibir de su patrono, además del sueldo que hubiere 
devengado: 
 

                                                 
12 Tomamos conocimiento judicial que recientemente se aprobó la Ley Núm. 4-

2017, conocida como la “Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral”. 
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(a) El sueldo correspondiente a dos meses por 
concepto de indemnización, si el despido ocurre dentro 

de los primeros cinco (5) años de servicio; el sueldo 
correspondiente a tres (3) meses si el despido ocurre 

luego de los cinco (5) años hasta los quince (15) años de 
servicio; el sueldo correspondiente a seis (6) meses si el 
despido ocurre luego de los quince (15) años de servicio. 

 
(b) Una indemnización progresiva adicional 

equivalente a una (1) semana por cada año de servicio, 

si el despido ocurre dentro de los primeros cinco (5) 
años de servicio; dos (2) semanas por cada año de 

servicio, si el despido ocurre luego de los cinco (5) años 
hasta los quince (15) años de servicio; tres (3) semanas 
por cada año de servicio, luego de haber completado 

quince (15) años o más de servicio. 
 

Los años de servicio se determinarán sobre la 
base de todos los períodos de trabajo anteriores 
acumulados que el empleado haya trabajado para el 

patrono antes de su cesantía, pero excluyendo aquéllos 
que por razón de despido o separación anterior le hayan 
sido compensados o hayan sido objeto de una 

adjudicación judicial. (Subrayado nuestro). 
 

 El Artículo 2 de la Ley Núm. 80, supra, sec. 185b, establece 

las instancias en que se entenderá que el despido es justificado. En 

lo atinente a las controversias del caso que nos ocupa, el inciso (e) 

establece que: “(e) Los cambios tecnológicos o de reorganización, así 

como los de estilo, diseño o naturaleza del producto que se produce 

o maneja por el establecimiento y los cambios en los servicios 

rendidos al público.” Además, el referido Artículo dispone que: 

No se considerará despido por justa causa aquel 
que se hace por mero capricho del patrono o sin razón 

relacionada con el buen y normal funcionamiento del 
establecimiento. Tampoco se considerará justa causa 

para el despido de un empleado la colaboración o 
expresiones hechas por éste, relacionadas con el 
negocio de su patrono, en una investigación ante 

cualquier foro administrativo, judicial o legislativo en 
Puerto Rico, cuando dichas expresiones no sean de 
carácter difamatorio ni constituyan divulgación de 

información privilegiada según la ley. En este último 
caso, el empleado así despedido tendrá derecho, 

además de cualquier otra adjudicación que 
correspondiere, a que se ordene su inmediata 
restitución en el empleo y a que se le compense por una 

suma igual a los salarios y beneficios dejados de 
percibir desde la fecha del despido hasta que un 

tribunal ordene la reposición en el empleo.  
 

Las disposiciones del Artículo 2 de la Ley Núm. 80, supra, 

rechazan las actuaciones infundadas del patrono, las cuales no 
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estén dirigidas a atender asuntos relacionados al bienestar 

empresarial y a la salud fiscal de la empresa. SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 427 (2013).     

 Según interpretado por nuestro Máximo Tribunal, la 

reorganización es una de las actuaciones del patrono dirigida a la 

administración de su negocio, la cual primordialmente se presenta 

por razones de índole económica que surgen en la operación de una 

empresa. Díaz v. Wyndham Hotel Corp, 155 DPR 364, 376 (2001).  

Es claro de lo anterior que el Artículo 2(e) de la 

Ley 80, supra, permite despedir empleados sin tener 
que pagar la compensación fijada por dicho estatuto si 

esta decisión se toma como parte de una reorganización 
empresarial que así lo requiere.  Acorde con lo anterior, 
un patrono puede modificar su forma de hacer negocios 

a través de algún tipo de cambio dirigido a optimizar 
sus recursos y aumentar las ganancias, ya sea 

eliminando plazas, creando otras nuevas o fusionando 
algunas ya existentes como vehículo para enfrentar 
problemas financieros o de competitividad, siempre 

que responda a una restructuración bona fide. (Énfasis 
nuestro) SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 

426.     
 

Para que un patrono justifique el despido por esta modalidad, 

debe presentar evidencia acreditativa del plan de reorganización y 

de su utilidad y/o alegada disminución en la producción, ventas o 

ganancias. Íd., pág. 427.  

Los cambios en la empresa, implantados como parte de una 

reorganización, pueden conllevar el despido y el reclutamiento 

simultáneo de personal. Íd. Puesto que los cambios en ocasiones 

exigen prescindir de labores para el funcionamiento del negocio y la 

incorporación de nuevas posiciones que requieran destrezas 

distintas para lograr las metas actualizadas. Íd.  

El Artículo 3 de la Ley Núm. 80, ante, sec. 185c, establece que 

cuando un empleado sea despedido como consecuencia de la 

reorganización de una empresa: 

…el patrono estará obligado a retener con 

preferencia en el empleo a los empleados de más 
antigüedad siempre que subsistan puestos vacantes u 

ocupados por empleados de menos antigüedad en el 
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empleo dentro de su clasificación ocupacional que 
puedan ser desempeñados por ellos, entendiéndose que 

se dará preferencia a los empleados despedidos en caso 
de que dentro de los seis (6) meses siguientes a su 

cesantía tuviere necesidad de emplear a una persona en 
labores iguales o similares a las que desempeñaban 
dichos empleados al momento de su despido y dentro 

de su clasificación ocupacional siguiéndose también el 
orden de antigüedad en la reposición excepto, y en 
ambas situaciones, en aquellos casos en que haya una 

diferencia clara o inconcursa en favor de la eficiencia o 
capacidad de trabajadores comparados en cuyo caso 

prevalecerá la capacidad. (Énfasis y subrayado 
nuestro). Íd., pág. 427.  

 

No obstante, “será de este modo, siempre y cuando el 

empleado de más tiempo en la empresa cuente con las destrezas 

necesarias para realizar las tareas asociadas con el puesto que pasa 

a ocupar, o que pueda adiestrarse para realizarlas en un tiempo 

corto y a un costo mínimo.” Íd., pág. 428.  

En otra vertiente, el Artículo 6 de la Ley Núm. 80, ante, sec. 

185f, establece que:  

En el caso del traspaso de un negocio en marcha, 
si el nuevo adquirente continúa utilizando los servicios 

de los empleados que estaban trabajando con el 
anterior dueño, se les acreditará a éstos el tiempo que 

lleven trabajando en el negocio bajo anteriores dueños. 
En caso de que el nuevo adquirente opte por no 
continuar con los servicios de todos o algunos de los 

empleados y no advenga en su consecuencia patrono de 
éstos el anterior patrono responderá por la 

indemnización provista por las secs. 185a a 185m de 
este título el comprador deberá retener la cantidad 
correspondiente del precio de venta convenido respecto 

al negocio. En caso de que los despida sin justa causa 
después del traspaso, el nuevo dueño responderá por 
cualquier beneficio que bajo las secs. 185a a 185m de 

este título pueda tener el empleado que quede cesante, 
estableciéndose además un gravamen sobre el negocio 

vendido para responder del monto de la reclamación. 
 

En el caso de Piñeiro v. Int'l Air Serv. of P.R., Inc., 140 DPR 343, 

349-350, (1996) el Tribunal Supremo, citando lo dispuesto en el 

caso JRT v. Coop. Azucarera, 98 DPR 314 , 322-325 (1970), expresó 

que: 

…al discutir la figura de patrono sucesor a los 
fines de imponer responsabilidad al nuevo patrono  
por las obligaciones contraídas por el anterior con sus 

empleados, señalamos que ‘[e]n términos generales se 
requiere una similaridad sustancial en la operación y 

javascript:searchCita('98DPR314')
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una continuidad en la identidad de la empresa antes y 
después del cambio para que se estime que el nuevo 

patrono deberá asumir obligaciones contraídas por el 
anterior. [citas omitidas]. [...] Se ha sugerido la 

consideración de varios factores a los fines de 
determinar la existencia de esta similaridad y 
continuidad, a saber:(1) la existencia de una 

continuación sustancial de la misma actividad de 
negocios; (2) la utilización de la misma planta para las 
operaciones; (3) el empleo de la misma o 

sustancialmente la misma fuerza obrera; (4) la 
conservación del mismo personal de supervisión; (5) la 

utilización del mismo equipo y maquinaria y el empleo 
de los mismos métodos de producción; (6) la producción 
de los mismos productos y la prestación de los mismos 

servicios; (7) la retención del mismo nombre; (8) la 
operación del negocio durante el período de transición. 

La concurrencia de un número suficiente de estos 
factores es determinante en cuanto a la continuación de 
obligaciones del convenio. [citas omitidas.].’   

 
Por otra parte, en relación a los honorarios de abogado, en 

una causa de acción al amparo de la Ley Núm. 80, ante, el Artículo 

11 de la Ley establece que:  

En todo pleito fundado en las secs. 185a a 185m 

de este título, el tribunal celebrará una conferencia con 
anterioridad al juicio no más tarde de veinte (20) días 
después de contestada la demanda. Terminada dicha 

conferencia, si en su criterio hubiere razones 
suficientes, más allá de las circunstancias de existir 

alegaciones conflictivas para creer que su despido fue 
sin justa causa, dictará una orden para que en término 
improrrogable de diez (10) días, el patrono demandado 

deposite en la secretaria del tribunal una suma 
equivalente a la compensación total a la cual tendría 

derecho el empleado, y además, una cantidad para 
honorarios de abogado que nunca será menor del 
quince por ciento (15%) del total de la compensación o 

cien dólares ($100), la que fuere mayor. 29 LPRA sec. 
185k. 
 

En Hernández Maldonado v. The Taco Maker, 181 DPR 281 

(2011), nuestro Máximo Foro resolvió que en un caso de despido 

injustificado bajo la Ley Núm. 80, supra, la cantidad de honorarios 

a fijarse debe ser el 15%13. No obstante, en las situaciones en las 

cuales un abogado considere que se justifica una cuantía mayor en 

concepto de honorarios, éste podrá solicitar al tribunal cobrar una 

                                                 
13 En los casos sobre discrimen, al amparo de la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 

195913, según enmendada, la cuantía que recibirá el abogado de un trabajador 
que resulte ser la parte victoriosa será el veinticinco por ciento (25%) de la 
indemnización base concedida al trabajador. López Vicil v. ITT Intermedia, Inc., 
supra, pág. 582. 
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tarifa a base de las horas trabajadas por medio de un memorando 

juramentado en el que detalle las horas trabajadas y la tarifa a 

cobrar. Hernández Maldonado v. The Taco Maker, ante, pág. 298.  

D. 

 El Artículo 1 de la Ley Núm. 100 del 30 de junio de 1959, 

según enmendada, establece que:  

Todo patrono que despida, suspenda o discrimine 
contra un empleado suyo en relación a su sueldo, 
salario, jornal o compensación, términos, categorías, 

condiciones o privilegios de su trabajo, o que deje de 
emplear o rehúse emplear o reemplear a una persona, 

o limite o clasifique sus empleados en cualquier forma 
que tienda a privar a una persona de oportunidades de 
empleo o que afecten su status de empleado, por razón 

de edad, según ésta se define más adelante, raza, color, 
sexo, orientación sexual, identidad de género, origen 

social o nacional, condición social, afiliación política, o 
ideas políticas o religiosas, o por ser víctima o ser 
percibida como víctima de violencia doméstica, agresión 

sexual o acecho, [por ser militar, ex militar, servir o 
haber servido en las Fuerzas Armadas de los Estados 
Unidos o por ostentar la condición de veterano] del 

empleado o solicitante de empleo: 
(a) Incurrirá en responsabilidad civil:   

(1) por una suma igual al doble del importe de los 
daños que el acto haya causado al empleado o 
solicitante de empleo;   

(2) o por una suma no menor de quinientos (500) 
dólares ni mayor de dos mil (2,000) dólares, a discreción 
del tribunal, si no se pudieren determinar daños 

pecuniarios;   
(3) o el doble de la cantidad de los daños 

ocasionados, si ésta fuere inferior a la suma de 
quinientos (500) dólares; e   

(b) incurrirá, además, en un delito menos grave y, 

convicto que fuere, será castigado con multa de hasta 
cinco mil (5,000) dólares, o cárcel por un término no 

mayor de noventa (90) días, o ambas penas, a discreción 
del tribunal. 

 

…. 
 

En el caso Díaz v. Wyndham Hotel Corp., ante, págs. 381-382, 

el Tribunal Supremo expresó que: “[a] interpretar el alcance de la 

Ley Núm. 100, deben tomarse en consideración los valores sociales 

y económicos recogidos en la legislación laboral; esto es, proteger a 

la masa trabajadora contra el discrimen en el empleo y en el 

reclutamiento, interpretando siempre tales estatutos de la manera 
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más favorable al empleado víctima de actuaciones discriminatorias 

e injustificadas.” 

El Artículo 3 de la Ley Núm. 100, supra, sec. 148, establece 

que “[s]e presumirá que cualquiera de los actos mencionados en las 

secciones precedentes fueron cometidos en violación de esta ley, 

cuando los mismos hayan sido realizados sin justa causa. Esta 

presunción será de carácter controvertible.” Para que esta 

presunción se active, el empleado tiene que probar tres elementos. 

Estos son: “(1) que hubo un despido o acción perjudicial; (2) que éste 

se realizó sin justa causa; (3) presentar evidencia indicativa de la 

modalidad de discrimen que se vincula al despido”. Díaz v. 

Wyndham Hotel Corp., supra, pág. 384. Una vez el empleado prueba 

estos elementos se activa la presunción. Íd.  

En otra vertiente, no todo despido injustificado es 

discriminatorio. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra, pág. 387. Por 

el contrario, todo despido discriminatorio es injustificado. Íd. Por lo 

que, en cierta manera, cuando el empleado realice reclamaciones al 

amparo de la Ley Núm. 80, ante, y de la Ley Núm. 100, supra, el 

esquema probatorio de las reclamaciones de la Ley Núm. 80, supra, 

varía. Íd., pág. 388. 

Por tal razón, en aras de uniformar el proceso 
evidenciario bajo ambos estatutos y conformarlo con el 

derecho vigente y con las normas procesales que 
regulan nuestro derecho probatorio y son aplicables a 
casos de discrimen, se crea una variante o situación 

especial. Mediante ésta, el empleado demandante, que 
reclama la protección de ambos estatutos, tiene el deber 

de alegar en su demanda la ausencia de justa causa y 
luego, durante el primer turno de prueba, probar ciertos 
elementos básicos de su reclamación por discrimen 

para que quede activada la presunción dispuesta por 
ley. 

 

 En reclamaciones por despido injustificado de discrimen por 

edad, el empleado tiene “…que presentar prueba en el primer turno, 

que tienda a establecer, por ejemplo, que i) pertenece a la clase 

protegida por el estatuto, a saber, su edad; ó ii) que estaba 
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cualificado para ejercer el puesto que ocupaba; ó iii) que fue 

despedido, ó iv) que fue sustituido por una persona más joven, esto 

es, algún hecho base que lo ubique dentro de la modalidad de 

discrimen bajo la cual reclama.” Íd., págs. 389-390. El demandante 

no tiene que probar cada uno de estos elementos, sin embargo debe 

establecer alguno de éstos para activar la presunción. 

 Posteriormente, el patrono tiene varias alternativas para 

atacar o destruir la presunción. Estas son: derrotar el hecho básico 

(la ausencia de justa causa); destruir el hecho presumido, (el 

despido se debió a razones discriminatorias) y la última opción, 

atacar o destruir ambos hechos. Íd., pág. 390. Si el patrono logra 

derrotar la presunción al empleado le corresponde presentar prueba 

para demostrar la existencia del discrimen. Íd.  

 A base de la prueba presentada, el tribunal tendrá que 

adjudicar los hechos. Si queda demostrado que no hubo intención 

de discriminar pero el patrono no demostró justa causa para el 

despido, concederá únicamente los remedios según dispuestos en la 

Ley Núm. 80, ante. Íd, pág. 391. Si por el contrario, se demostró que 

despido fue discriminatorio y, por lo tanto, injustificado, el tribunal 

concederá exclusivamente los remedios de la Ley Núm. 100, ante. 

Íd, pág. 391. 

E. 

La Ley Núm. 115, supra, es una ley de carácter reparador 

que prohíbe el discrimen contra un empleado, pero como 

represalia por las acciones que contempla el estatuto.  En lo 

pertinente, establece lo siguiente:  

(a) Ningún patrono podrá despedir, amenazar o 
discriminar contra un empleado con relación a los 

términos, condiciones, compensación, ubicación, 
beneficios o privilegios del empleo porque el 

empleado ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o 
por escrito, cualquier testimonio, expresión o 
información ante un foro legislativo, administrativo 
o judicial en Puerto Rico, cuando dichas 
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expresiones no sean de carácter difamatorio ni 

constituyan divulgación de información privilegiada 
establecida por ley.  
…  

(c) El empleado deberá probar la violación mediante 
evidencia directa o circunstancial. El empleado 
podrá, además, establecer un caso prima facie de 
violación a la ley probando que participó en una 
actividad protegida por las secs. 194 et seq., de este 

título y que fue subsiguientemente despedido, 
amenazado o discriminado en su contra de su 
empleo. Una vez establecido lo anterior, el patrono 
deberá alegar y fundamentar una razón legítima y 
no discriminatoria para el despido. De alegar y 

fundamentar el patrono dicha razón, el empleado 
deberá demostrar que la razón alegada por el 
patrono era un mero pretexto para el despido. 29 
LPRA sec. 194a.  
 
Los requisitos para que se configure una acción al 

amparo de la Ley de Represalias, ante, son: (1) que el empleado 

haya llevado a cabo una acción de las que están protegidas por 

la ley y (2) que el patrono, como respuesta a esa acción del 

empleado, haya despedido o amenazado al mismo o le haya 

afectado los términos, condiciones, compensación, ubicación, 

beneficios o privilegios de su empleo de forma discriminatoria.  

Existen dos alternativas para que un empleado 

establezca una causa de acción por represalias. Zoraida 

Velázquez Ortiz v. Gobierno Municipal de Humacao, 2017 TSPR 39, 

Op. de 17 de marzo de 2017. Una de éstas es valerse de prueba 

directa o circunstancial para establecer una violación a la Ley. Íd.  

Otra alternativa es establecer un caso prima facie, 

demostrando que llevó a cabo una acción protegida y que 

subsiguientemente el patrono tomó alguna de las acciones 

antes expuestas, sin necesidad de que se establezca que las 

acciones del patrono fueron como consecuencia de la actividad 

protegida. Íd. Véase, además, Rivera Menéndez v. Action Service, 
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supra, pág. 445; Feliciano Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 393 

(2011).   

En el caso de Rivera Menéndez v. Action Service, supra, 

pág. 446, nuestro Máximo Foro reiteró que: 

la Ley Núm. 115, supra, crea una presunción 

juris tantum de violación a la misma a favor del 
querellante, al disponer que éste establece un caso 

prima facie una vez prueba que participó en una 
actividad protegida y que fue subsiguientemente 
despedido, amenazado o discriminado en su contra en 

el empleo. Ya el querellante habiendo establecido de 
forma prima facie su caso, el patrono deberá alegar y 
fundamentar que tuvo una razón legítima y no 

discriminatoria para el despido. Ante esto, el empleado, 
aún puede prevalecer si prueba que la razón alegada 

por el patrono es un simple pretexto para el despido 
discriminatorio. 

 

Cónsono con lo anterior, una vez establecido el caso 

prima facie, como en los demás casos de discrimen, el peso de 

la prueba se transfiere al patrono. El patrono deberá demostrar 

que su acción, de despedido, traslado o cambio en los términos, 

compensación, condiciones o beneficios, fue una 

determinación válida, suscitada por otras razones distintas, las 

cuales no están relacionadas con la acción protegida ejercida 

por el empleado.  

F. 

La Ley de Compensaciones, supra, reconoce el derecho 

constitucional de los trabajadores puertorriqueños a ser protegidos 

de cualquier riesgo a su salud e integridad física que puedan 

enfrentar en su área de trabajo.  Art. II, Sec. 16, Const. E.L.A., LPRA, 

Tomo I.   Esta Ley, de carácter remedial, creó un sistema de seguro 

compulsorio y exclusivo para compensar a los empleados que sufran 

lesiones, se inutilicen, o mueran como consecuencia de accidentes 

ocurridos en sus trabajos o de enfermedades ocupacionales.  

Rodríguez v. Méndez & Co., 147 DPR 734 (1999).  
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En específico, el Artículo 5-A de la Ley de Compensaciones, 

ante, establece la obligación de un patrono de reservar el empleo de 

un trabajador que se ve inhabilitado para laborar como 

consecuencia de un accidente o enfermedad ocupacional, por un 

término de doce (12) meses.  El referido Artículo 5-A dispone en lo 

pertinente que:  

En los casos de inhabilitación para el trabajo… el 
patrono vendrá obligado a reservar el empleo que 
desempeñaba el obrero o empleado al momento de 

ocurrir el accidente y a reinstalarlo en el mismo, sujeto 
a las siguientes condiciones:  

 
(1) Que el obrero o empleado requiera al patrono 

para que lo reponga en su empleo dentro del término de 

quince días, contados a partir de la fecha en que el 
obrero o empleado fuere dado de alta o fuere autorizado 
a trabajar con derecho a tratamiento, y siempre y 

cuando que dicho requerimiento no se haga después de 
transcurridos doce meses desde la fecha del accidente;  

 
(2) que el obrero o empleado esté mental y 

físicamente capacitado para ocupar dicho empleo en el 

momento en que solicite del patrono su reposición, y  
 
(3) que dicho empleo subsista en el momento en 

que el obrero o empleado solicite su reposición. (Se 
entenderá que el empleo subsiste cuando el mismo está 

vacante o lo ocupe otro obrero o empleado. Se 
presumirá que el empleo estaba vacante cuando el 
mismo fuere cubierto por otro obrero o empleado dentro 

de los treinta días siguientes a la fecha en que se hizo 
el requerimiento de reposición.)  

 
De ordinario, si un empleado no satisface estos requisitos, 

aunque haya sido despedido dentro del período de reserva, no 

tendrá derecho a la reinstalación, ni a los salarios que hubiere 

devengado de haber sido reinstalado.  García v. Darex, 148 DPR 364, 

378 (1999).   

En el caso Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. Del Carmen, 182 DPR 

937 (2011), el Tribunal Supremo determinó que el período de reserva 

de empleo contenido en este estatuto provee protecciones y remedios 

superiores a los otorgados por virtud de las disposiciones contenidas 

en la Ley Núm. 80, ante. Véase, además, Rivera Rivera v. Ins. Wire 

Prods., Corp., 158 DPR 110, 117 (2002). 
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El Artículo 5-A de la Ley de Compensaciones, supra, establece 

dos tipos de protección para el empleado que sufre un accidente de 

trabajo. En primer lugar, le impone al patrono la obligación de 

reservarle por doce (12) meses el empleo en el que se desempeñaba 

cuando ocurrió el accidente o la enfermedad. Y, en segundo lugar, 

el empleado tiene derecho a ser reinstalado en el empleo una vez el 

Fondo del Seguro del Estado le da de alta: (1) si así se lo solicita al 

patrono dentro del mismo término de doce (12) meses, y (2) si 

cumple con las tres condiciones establecidas en la Ley.  García v. 

Darex P.R., Inc., supra, pág. 376, según citado en Whittenburg v. Col. 

Ntra. Sra. Del Carmen, supra. El término de doce (12) meses es de 

caducidad y comienza a discurrir desde que el obrero sufrió el 

accidente o enfermedad. Cuevas v. Ethicon Div. J & J Prof. Co., 148 

DPR 839, 851 (1999).  

La solicitud de reinstalación por parte del empleado tiene que 

hacerse dentro del término de doce (12) meses a partir de la fecha 

en la que ocurrió el accidente o la enfermedad laboral.  Torres v. Star 

Kist Caribe, Inc., 134 DPR 1024, 1032-1033 (1994). Por otra parte, 

el patrono puede despedir a un empleado inhabilitado y acogido al 

Fondo del Seguro del Estado dentro del período de los doce (12) 

meses de reserva que establece el Artículo 5-A, únicamente si 

mediase justa causa, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 

2 de la Ley Núm. 80, supra.  

Finalmente, sabido es que las leyes remediales deben 

interpretarse con liberalidad y amplitud de modo que se alcancen 

los propósitos éstas, y que la Ley de Compensaciones, supra, por ser 

un estatuto de carácter remedial, debe interpretarse liberalmente de 

esa manera.  Sin embargo, cuando la ley es clara y libre de toda 

ambigüedad, debe aplicarse tal y como fue redactada sin que pueda 

válidamente menospreciarse su letra so pretexto de cumplir su 
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espíritu.  Torres v. Star Kist, supra, pág. 1034; Artículo 14 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 201. 

G. 

La Regla 42.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

(2009), R. 42.2, establece que: “…[l]as determinaciones de hechos 

basadas en testimonio oral no se dejarán sin efecto a menos que 

sean claramente erróneas, y se dará la debida consideración a la 

oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador para juzgar la 

credibilidad de los testigos.” (Énfasis nuestro). 

Nuestro ordenamiento jurídico está caracterizado por la 

norma de deferencia judicial. Esta norma parte de la premisa de que 

el Foro de Instancia es quien está en mejor posición para evaluar y 

adjudicar la credibilidad de los testigos. SLG Rivera Carrasquillo v. 

A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009). El Tribunal de Primera Instancia 

es quien está en mejor posición de aquilatar la prueba testifical, ya 

que tuvo la oportunidad de escuchar y ver declarar los 

testigos.  López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 119,136 (2004). “…[U]n 

foro apelativo cuenta solamente con ‘récords mudos e inexpresivos’”, 

es por esto que se le debe respeto a la adjudicación de credibilidad 

realizada por el foro primario. SLG Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

supra. Véase, además, Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001); 

Pérez Cruz v. Hosp. La Concepción, 115 DPR 721, 728 (1984). Los 

foros apelativos no debemos intervenir con la apreciación de la 

prueba realizada por el Tribunal de Primera Instancia, a menos que 

se demuestre que medió pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto del foro primario. Rosado Muñoz v. Acevedo Marrero, 

2016 TSPR 236, 196 DPR ______, Op. de 23 de noviembre de 2016; 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013); Rivera 

Menéndez v. Action Service, supra, pág. 444; SLG Rivera Carrasquillo 

v. A.A.A., ante; Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 509, 522 
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(2006). Nuestro Máximo Tribunal expresó, en Rivera Menéndez v. 

Action Service, supra, págs. 444-445:  

…que cuando la evidencia directa de un testigo 
le merece entero crédito al juzgador de hechos, ello es 
prueba suficiente de cualquier hecho. De esa forma, la 

intervención con la evaluación de la prueba testifical 
procedería en casos en los que luego de un análisis 

integral de esa prueba, nos cause una insatisfacción o 
intranquilidad de conciencia tal que estremezca nuestro 
sentido básico de justicia.  

 
Para un foro revisor revoque las determinaciones de hechos 

realizadas por el Tribunal de Primera Instancia, la parte que las 

cuestione deberá demostrar y fundamentar que medio pasión, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto por el juzgador. SLG Rivera 

Carrasquillo v. A.A.A., supra. Véase, además, Flores v. Soc. de 

Gananciales, 146 DPR 45, 49 (1998); González Hernández v. 

González Hernández, 181 DPR 746, 777 (2011).  

IV. 

 En el caso que nos ocupa, el TPI de conformidad al mandato 

de la Regla 36.4 de las de Procedimiento Civil de 2009, supra, emitió 

una “Resolución y Sentencia Parcial” el 15 de febrero de 2013, en la 

que, a pesar de declarar “No Ha Lugar” la solicitud de sentencia 

sumaria, consignó treinta y cinco (35) determinaciones de hechos. 

Posteriormente, la Parte Apelada presentó una “Segunda Solicitud 

de Sentencia Sumaria”. El TPI emitió Resolución declarando “No Ha 

Lugar” la misma. Inconforme, la Parte Apelada sometió una “Moción 

para Enmendar y/o Eliminar Determinaciones de Hechos y/o para 

que se formulen Determinaciones de Hecho Adicionales y Solicitud 

de Reconsideración”. En atención a esta, el 11 de septiembre de 

2015 el TPI dictó otra “Resolución” en la cual modificó una de las 

determinaciones de hechos consignadas en la Resolución y 

Sentencia del 15 de febrero de 2013 y sostuvo el restante. Dicha 

Resolución fue notificada el 21 de septiembre de 2015 y es final, 

firme. Conforme a las normas y doctrinas antes reseñadas, las 
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determinaciones allí consignadas se consideran hechos probados y 

al celebrarse el juicio debe procederse conforme a éstas. Ello, a su 

vez, constituye la ley del caso.  

 En las Resoluciones aludidas, el TPI determinó como un 

hecho incontrovertido que la Parte Apelada no expuso como una 

defensa al contestar la Querella que estuviera enfrentando 

situaciones de merma económica. Al contrario, alegaron que el 

despido de los querellantes obedece a la intención de maximizar 

ganancias.14 Asimismo, en la Resolución emitida el 11 de septiembre 

de 2015, el TPI determinó que no surgía del expediente que la 

reestructuración de la empresa fuese a “…utilizarse como vehículo 

para enfrentar problemas financieros o de competitividad”. Incluso, 

el TPI señaló que tampoco surgía de los estados financieros 

presentados que la Parte Apelada estuviese enfrentando problemas 

financieros que pusieran en peligro su estabilidad financiera. Este 

hecho fue consignado por el TPI en la sentencia recurrida, en la 

determinación número treinta y cinco (35). Dicha determinación 

literalmente expresa que: “La querellada no expuso que estuviera 

enfrentando situaciones de merma económica, al contrario, alegan 

que el despido de los querellantes obedece a la intención de 

maximizar ganancias.” (Énfasis nuestro). Recordemos una 

doctrina trillada en nuestro ordenamiento jurídico: “meras 

alegaciones no constituyen prueba”. Pereira Suárez v. Junta de 

Directores, 182 DPR 485 (2011); Asoc. Auténtica Empl. v. Municipio 

de Bayamón, 111 DPR 527, 531 (1981).  

Conforme a la doctrina y casuística antes mencionada, un 

patrono puede despedir a un empleado por razón de reorganización 

y ello constituye justa causa, cuando dicha reorganización obedezca 

a cambios para enfrentar problemas financieros o de 

                                                 
14 Véase determinación de hecho número 27 de la Resolución del 8 de septiembre 

de 2014. 
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competitividad. En vista de que es un hecho incontrovertido que la 

razón por la cual Copeca, Inc., reorganizó la empresa era para 

maximizar sus ganancias, y no para enfrentar algún problema 

económico o de competitividad, concluimos que el despido de los 

Apelantes fue injustificado. Repetimos, la Parte Apelada no levantó 

como defensa el que estuviese enfrentando una merma económica 

en su contestación a la Querella. Recalcamos que correctamente el 

TPI determinó que la Parte Apelada no presentó en su contestación, 

como razón para justificar el despido, el que la empresa estuviese 

confrontando problemas económicos por lo que los cambios 

propuestos por la Parte Apelada constituían defensas y alegaciones 

renunciadas. Repetimos, la Parte Apelada alegó que el despido de 

los Apelantes se debió a una reorganización para maximizar sus 

ganancias.   

En otra vertiente, es de gran pertinencia el hecho de que el 

“Contrato de Transporte de Productos derivados de Petróleo por 

Carretera” entre Camioneros Cooperativa de Transporte de Carga y 

Copeca, Inc., fue firmado por Pedro I. Medina Cruz el 7 de noviembre 

de 2011 y por Rosa T. López el 9 de noviembre de 2011. 

Llamativamente, la vigencia del mismo fue retroactiva a la fecha del 

31 de octubre de 2011, fecha en que los Apelantes fueron 

despedidos.15 

En consecuencia, concluimos que Copeca, Inc., es un patrono 

sucesor de los Apelantes. Conforme a la prueba presentada, el señor 

Rosado Rivera comenzó a trabajar para Caribe en julio de 1976 y el 

señor Rodríguez Jiménez, en agosto de 1983.16 Mientras eran 

empleados de Caribe los Apelantes realizaron trabajos de acarreo de 

combustible para Copeca, Inc., como parte de un contrato entre 

                                                 
15 Pág. 556 del Apéndice de la Apelación. 
16 Véase determinación de hechos número cinco (5) de la Sentencia, página 5 del 

“Apéndice I” de la Apelación. Además, véase, la determinación de hechos 
número diecisiete (17) de la “Resolución y Sentencia Parcial” emitida el 15 de 

febrero de 2013, pág. 528 del Apéndice de la Apelación.  
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ambas empresas.17 En el año 2010, Copeca, Inc., compró a Caribe 

todos sus camiones y tanques para que Copeca, Inc., llevara a cabo 

su propio acarreo de combustible.18 En julio de 2010, los Apelantes 

pasaron a ser empleados de Copeca, Inc., tras quedarse sin trabajo 

en Caribe, luego de la venta de los camiones y los tanques.19 Los 

Apelantes cuando comenzaron a trabajar en Copeca, Inc., realizaban 

esencialmente la misma tarea (choferes) con el mismo equipo y 

maquinaria que lo hacían en Caribe.20 Véase además, Piñeiro v. Int'l 

Air Serv. of P.R., Inc., supra. Siendo así, la mesada debe determinarse 

en relación al señor Rosado Rivera a partir del 1976 y en cuanto al 

señor Rodríguez Jiménez desde el 1983.  

A tenor con lo dispuesto en los Artículo 1 y 4 de la Ley Núm. 

80, supra. El Artículo 4 de la Ley Núm. 80, supra, establece que: “La 

indemnización que establece el Artículo 1 de esta ley se pagará 

tomando como base el tipo de salario más alto devengado por el 

empleado dentro de los tres (3) años inmediatamente anteriores al 

momento de su despido”. (Énfasis nuestro). En el caso que nos 

ocupa, las partes estipularon que “[e]l salario de los querellantes 

ascendía $160.00 semanales más $75.00 por viaje”.21 Insistimos, 

como ha dejado claro la casuística, que esa estipulación obliga a las 

partes y obliga al tribunal. Rivera Menéndez v. Action Service, ante, 

pág. 445; Pueblo v. Suárez Alers, 167 DPR 850 (2016). Los Apelantes 

testificaron que éstos realizaban de ocho a diez viajes por semana.22 

                                                 
17 Véase determinación de hechos número 29 de la “Resolución y Sentencia 

Parcial” emitida el 15 de febrero de 2013, pág. 529 del Apéndice de la Apelación 

y determinación de hechos número nueve (9) de la Sentencia, pág. 5 del 
Apéndice de la Apelación. Véase, además, las págs. 74-81 de la Transcripción 

de la Prueba Oral.  
18 Véase determinación de hechos número diez (10) de la Sentencia, pág. 5 del 

Apéndice de la Apelación. Véase, además, págs.196-199 de la Transcripción de 

la Prueba Oral. 
19 Véase pág. 197-198 de la Transcripción de la Prueba Oral. 
20 Véase pág. 237, de la Transcripción de la Prueba Oral.  
21Véase estipulación número trece (13) del Informe sobre Conferencia Preliminar 

entre Abogados; pág. 738, del “Apéndice XX” de la Apelación. Véase, además, 

la determinación de hechos número catorce (14) de la Sentencia, pág. 6 del 

“Apéndice I” de la Apelación.   
22 Véase líneas 7-18, pág. 268 y líneas 2-7, pág. 354 de la Transcripción de la 

Prueba Oral. 
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Además, la señora Rosa Teresa López admitió en su testimonio que 

los Apelantes podría realizar hasta diez (10) viajes por semana.23 Por 

lo que determinamos que el máximo semanal que cobraban los 

Apelantes son $160.00 más $75.00 por diez (10) viajes semanales, 

para un total de $910.00 semanales. Cónsono con lo anterior, se 

ordena a la Parte Apelada el pago de $117,390.0024 al señor Rosado 

Rivera y al $98,280.0025 en concepto de mesada e indemnización 

progresiva. 

 Como mencionamos, un despido puede ser injustificado y no 

necesariamente discriminatorio, más no a la inversa. En el caso de 

autos, el TPI determinó que el despido fue justificado. Ante esa 

determinación el TPI no podía concluir que el despido fue 

discriminatorio.  

Ahora bien, habiendo concluido que el despido fue 

injustificado debemos determinar si el mismo fue un despido 

discriminatorio. Los Apelantes señalaron que la reorganización se 

utilizó como subterfugio para discriminarles por edad y que la 

señora Rosa Teresa López les decía frases discriminatorias. Sin 

embargo, evaluados los testimonios de las partes, entendemos que 

la prueba presentada por la Parte Apelada derrotó la presunción de 

que el despido fue uno discriminatorio.  

                                                 
23 Véase líneas 18-25, pág. 125, líneas 1-7, pág. 126 de la Transcripción de la 

Prueba Oral. 
24 Cómputo de la mesada: $75.00 (por viaje) x 10 (viajes por semana)= $750.00 

+ $160.00 (sueldo semanal) = $910.00 por semana. $910.00 x 4 semanas= 

$3,640.00 (mensual). $3,640.00 x 6 meses= $21, 840.00.  
Cómputo de la indemnización progresiva: 35 años de servicio x 3 semanas= 

105 (semanas por cada año de servicio). $910.00 (sueldo semanal) x 105 

(semanas)= $95, 550.00.  

Mesada más indemnización progresiva adicional: $21, 840.00 + 95,550.00= 

$117,390.00    
25 Cómputo de la mesada: $75.00 (por viaje) x 10 (viajes por semana)= $750.00 + 

$160.00 (sueldo semanal) = $910.00 por semana. $910.00 x 4 semanas= 

$3,640.00 (mensual). $3,640.00 x 6 meses= $21, 840.00.  

Cómputo de la indemnización progresiva adicional: 28 años de servicio x 3 

semanas= 84 (semanas por cada año de servicio). $910.00 (sueldo semanal) x 

84= $76,440.00. 
Mesada más indemnización progresiva adicional: $21, 840.00 + 

$76,440.00= $98,280.00  
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En relación a la reserva de empleo del señor Rodríguez 

Jiménez, al éste estar acogido al Fondo del Seguro del Estado, 

concluimos que no erró el TPI en su determinación. De la prueba 

presentada surge que el día en que fue dado de alta (27 de octubre 

de 2011) éste acudió a Copeca, Inc., y le solicitó a la señora Rosa T. 

López ser reinstalado el siguiente lunes (31 de octubre de 2011).26 

No obstante, el Apelante fue despedido el 29 de octubre de 2011. Por 

ende, la plaza no subsistía al momento en que se supone fuese 

reinstalado. 27  

Los Apelantes alegaron que erró el TPI al concluir que no se 

violó la Ley de Represalias, ante. Examinada la prueba presentada 

y las determinaciones de hechos consignadas concluimos que el foro 

de instancia no incidió al hacer esta determinación. El Apelante 

(señor Rodrigo Jiménez) estableció un caso prima facie de 

represalias, al demostrar i) estar participando de una actividad 

protegida bajo la Ley y ii) que, luego de haber sido autorizado a 

regresar a trabajar por el Fondo, fue despedido. No obstante, la Parte 

Apelada demostró que la razón por la cual los Apelantes fueron 

despedidos fue por una reorganización de la empresa para 

maximizar sus ganancias28 eliminando la División de  

Acarreo en su totalidad. Dicha razón legítima derrotó la presunción 

de despido por represalias. Zoraida Velázquez Ortiz v. Gobierno 

Municipal de Humacao, supra. Véase, además, Rivera Menéndez v. 

Action Service, ante; Feliciano Martes v. Sheraton, supra. 

V. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

sentencia en relación a las causas de acción por discrimen, 

represalias y Ley de Compensaciones por Accidentes del Trabajo. Se 

                                                 
26 Véase líneas 16-25, pág. 186, líneas 4-10, pág. 188, líneas 5 a la 25, pág. 277, 

líneas 1-2, pág. 279, líneas 3-8, pág. 283 de la Transcripción de la Prueba Oral. 
27 Véase la pág. 22 de la Sentencia; pág. 23 del “Apéndice I” de la Apelación.  
28 Véase líneas 11-23, pág. 189, líneas 15-24, pág. 285 de la Transcripción de la 

Prueba Oral. 
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revoca, no obstante, la misma en cuanto a la causa de acción al 

amparo de la Ley Núm. 80, supra, pues entendemos que la prueba 

demostró que el despido de los querellantes fue injustificado. En 

ello, el TPI cometió error manifiesto en la interpretación y aplicación 

del derecho.29 En consecuencia, se modifica la Sentencia para 

ordenar el pago de las mesadas, la indemnización progresiva 

adicional, más el pago de interés legal según dispuesto en nuestro 

ordenamiento jurídico, más lo honorarios según lo dispuesto en el 

Artículo 11 de la Ley Núm. 80, supra, sec. 185k.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Vicenty Nazario concurre con el 

resultado sin opinión escrita.  

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
29 Cfr. Zoraida Velázquez Ortiz v. Gobierno Municipal de Humacao, 2017 TSPR 39, 

Op. de 17 de marzo de 2017.  


